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En los Continentes del Mundo se viven actualmente procesos de fuerte 
transición y grandes conflictos regionales. Guerras, hambrunas, migraciones, protestas 
mundiales contra la globalización del Neoliberalismo, crisis económicas y políticas; 
democracias débiles y cuestionadas, crecimiento del poderío del narcotráfico, deudas 
externas y pueblos cada vez más empobrecidos, militarización de las sociedades y el 
reinado de la industria militar; configuración y competencia de bloques económicos y 
comerciales bajo el imperio del poder financiero y la monopolización de la vida 
económica por parte de las grandes corporaciones transnacionales, son algunas de las 
características que predominan en hoy en el mundo. Y, en medio de todo esto, se va 
gestando otra opción, otra historia, otra vida, otro mundo más justo y humano para 
todos. 

Los Estados Unidos de América, el país que se presume el más poderoso de la 
Tierra y el más democrático, vive la pesadilla más grande de su historia con las 
elecciones para elegir a su Presidente, lo que dejará secuelas por mucho tiempo. La 
Iglesia Católica se debate en medio de la transición papal, del cuestionamiento sobre la 
permancia vitalicia del Papa Juan Pablo II, su remoción o posible fallecimiento. La 
Conferencia Episcopal Mexicana, en medio de pugnas internas, elige a su nuevo 
representante cuando semanas atrás es removido nuevamente el Nuncio Apostólico que 
duró tan sólo unas semanas en su cargo. Mientras tanto, los pueblos pobres e indígenas 
perderán a uno de los últimos obispos que ha luchado tenazmente por la justicia y contra 
la exclusión del proyecto neoliberal, el obispo de Tehuantepec, Arturo Lona, que al 
cumplir 75 años de edad tuvo que presentar su renuncia ante Roma. 

En México, el Partido Revolucionario Institucional (PRI) se niega a una derrota 
tras otra, y da la batalla por defender los triunfos para el gobierno de los estados de 
Tabasco y Jalisco. El presidente Ernesto Zedillo se ve acosado por muchos militantes 
que exigen su renuncia o la rendición de cuentas al partido, y le estallan también 
escándalos de corrupción de miembros de su gabinete, conflictos postelectorales como 
el violento enfrentamiento en Chimalhuacán en el Estado de México. También 
surgieron demandas de juicios políticos, casos de espionaje telefónico y de altos mandos 
militares involucrados en el narcotráfico. Dejó atrás muchos problemas sin resolver de 
fondo como los recientes conflictos magisterial y estudiantil; con el sector eléctrico y 
burocrático; con los trabajadores del sector salud, de transportistas, cafetalero y del 
azucarero que rompieron en huelga en 58 de los 62 ingenios del país, entre otros. Para el 
nuevo presidente, el reto es grande. 

CHIAPAS  



En los últimos meses muchos acontecimientos van dejando profunda huella en 
Chiapas. A unos días de la toma de posesión del presidente electo Vicente Fox y del 
gobernador electo de Chiapas Pablo Salazar Mendiguchía, la administración del 
Presidente Ernesto Zedillo que ahora termina, lanza la primera ofensiva contra los 
grupos paramilitares en las últimas semanas, en el contexto de una reunión secreta entre 
el Presidente y los mandos militares en Comitán, Chiapas:  

1. Paz y Justicia: de la Zona Norte detienen y encarcelan a dos importantes líderes, un 
ex diputado del PRI y a un ex miembro del ejército mexicano acusados de estar 
involucrados en la aparición pública del grupo armado en el mes de agosto. Sin 
embargo, ni detuvo a todos ni confiscó armas. 

2. Alianza San Bartolomé de los Llanos: Después de la emboscada que cobró la vida de 
un campesino en el municipio de Venustiano Carranza, las autoridades detiene a 23 y 
libera luego a 18 personas. También se registró en estos días otra emboscda en el 
municipio de Pantelhó que cobró la vida de dos indígenass militantes del Partido de la 
Revolución Democrática (PRD). 

3. Máscara Roja: presunta identificación de los responsables de la masacre de Acteal en 
diciembre de 1997. Los cuerpos policiacos penetran a la comunidad de Los Chorros, 
municipio de Chenalhó. Detuvo a un campesino que portaba un arma y luego fue 
liberado. La población los repelió a palos y pedradas y el saldo fue de hombres y 
mujeres indígenas heridos así como de los cuerpos policiacos. 

Entre las consecuencias de estas acciones podemos observar:  

1. Se agudiza la presencia militar y policíaca en las comunidades indígenas. Más de mil 
200 elementos conformados por la Policía Federal Preventiva (PFP), la Policía Judicial 
Federal (PJF) y de los Grupos Aeromóviles de Fuerzas Especiales del ejército mexicano 
(GAFE´s) han llegado a Chiapas, según la prensa nacional y local. 

2. Se incrementan los operativos de patrullajes permanentes y vuelos razantes en las 
comunidades indígenas y en los Municipios Autónomos Zapatistas. 

3. Aumentó la inseguridad, el temor y los rumores sobre las posibles reacciones de los 
grupos paramilitares en la entidad. 

4. Disminuyen las posibilidades del retorno de los desplazados y crea condiciones de 
mayor encono, división y creación de nuevos núcleos de población desplazada. 

5. Enrarece más el ambiente político de cara a las tomas de posesión del nuevo 
presidente Vicente Fox y del gobernador Pablo Salazar. 

6. Se manifiestan las contradicciones entre el gobierno estatal, el gobierno federal y las 
Fuerzas Armadas, sobre el reconocimiento y la existencia de los grupos paramilitares. 



7. Se intenta bloquear la posible candidatura del General Mario Renán Castillo como 
titular de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA) en el gabinete de Vicente 
Fox, y quien fuera Comandante de la VII Región Militar con sede en la capital 
chiapaneca, Tuxtla Gutiérrez. Con la detención de los líderes de Paz y Justicia sale 
nuevamente a la luz pública un documento donde se le otorga financiamiento 
gubernamental a este grupo paramilitar con la firma como testigo de Renán Castillo, 
quien nuevamente negó la existencia de los grupos paramilitares en Chiapas. 

8. Se aleja más la solución al problema de los paramilitares, condición exigida por el 
EZLN para la reanudación del diálogo, cuando el presidente electo había anunciado el 
envío de la iniciativa de Ley de la Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA) al 
Congreso de la Unión para ser aprobada, como un gesto del cumplimiento de los 
Acuerdos de San Andrés por parte del nuevo gobierno. Contradictoriamente a estos 
Acuerdos y a sus promesas de campaña, Fox anuncia su plan de abrir la inversión 
privada el sector eléctrico y en la petroquímica. 

9. Se dificultan aún más las condiciones adecuadas en términos político electorales para 
Chiapas, ya que en los primeros seis meses del año 2001 se llevarán a cabo las 
campañas proselitistas para las elecciones a diputados del Congreso Local y para la 
Presidencias Municipales. Estas serán de suma importancia ya que las nuevas 
propuestas de Ley tienen que pasar por la aprobación de un Congreso Local que ahora 
es de mayoría priista, pero también de la mayoría de los cabildos municipales también 
en su mayoría en manos del PRI. De ahí los cambios que en materia electoral han 
impulsado en las últimas semanas los diputados priístas, aprovechando estos dos 
escenarios de mayoría, para controlar el aparato electoral estatal, los magistrados y 
evitar que los partidos hagan alianzas en los próximos comicios. 

En medio de estos acontecimientos, la prensa divulga la presunta vinculación de 
miembros castrenses de la Armada de México en el narcotráfico, al tiempo en que la 
Policía Judicial del Estado de Chiapas (PJE) se le acusa de estar involucrada en casos de 
tortura. Mientras, el presidente saliente Ernesto Zedillo anuncia la expropiación de 3.5 
hectáreas de terrenos indígenas en Amador Hernández para entrenamiento e 
instalaciones militares, y el Consejo Estatal Empresarial dona dos helicópteros, radios y 
equipos al gobernador interino Roberto Albores Guillén, a cuenta de los impuestos 
sobre nómina por medio de un fideicomiso. 

El gobernador interino, Roberto Albores, manifestó que "los paramilitares son 
aquellos que alguien armó para hacer la contrainsurgencia" y negó que éstos existieran 
en Chiapas. Además, agregó que "los civiles armados son aquellos que por falta de 
autoridad gubernamental a partir de 1995 a 1997 (durante el gobierno de Julio César 
Ruiz Ferro) la gente, al no tener más seguridad de protección de la ley por parte del 
gobierno hubieron grupos que tuvieron que autodefenderse". Sin embargo, el mayor 
número de grupos paramilitares han crecido durante su interinato. Pese a esta 
declaración, la Unidad Especializada para la Atención de Delitos Cometidos por 



Probables Grupos Civiles Armados de la Procuraduría General de la República (PGR), 
confirma con sus operativos la existencia de los grupos paramilitares en la entidad. 

De los 102 presos de la Voz de Cerro Hueco, 35 se encentran en Tuxtla 
Gutiérrez, 30 en Yajalón, 19 en San Cristóbal de Las Casas, 4 en Comitán, 12 en 
Tapachula, 2 en Ocosingo y 2 más en el reclusorio de Tacotalpa, estado de Tabasco. Por 
su cuenta, diez presos del grupo paramilitar los Chinchulines presionaron al gobierno 
por su liberación por medio de una huelga de hambre. 

En estos días, los partidos en el Congresos de la Unión han definido los 
miembros de la nueva COCOPA y algunos han expresado la necesidad de crear otra 
instancia de Mediación para encontrar nuevos caminos de solución al conflicto en 
Chiapas. 

Alrededor de 54 municipios fueron declarados en desastre por las recientes 
lluvias y en otras regiones del estado campesinos e indígenas se manifestaron por las 
consecuencias de la crisis cafetalera. Por otro lado, en más de 20 municipios de la 
entidad se movilizan diversos sectores exigiendo las destituciones y renuncias de sus 
respectivos presidentes municipales acusados de peculado, corrupción, etcétera, como 
en los casos de Zinacantán, Ixtapa, Suchiate, Tenejapa, Jitotol, Tila, Tapilula, Frontera 
Hidalgo, Las Margaritas, Venustiano Carranza, Chicomuselo, entre otros. 

En los Montes Azules, muchas comunidades indígenas siguen resistiendo contra 
el desalojo de sus tierras y viviendas ubicadas en la reserva, reubicación que promueve 
el gobierno federal con el apoyo del ejército mexicano. Esta medida es apoyada por 
International Conservation (Conservación Internacional), el Banco Mundial (BM) y el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) quienes, a nombre de la conservación de la 
biodiversidad, esconden las ansias de la biopiratería y por la privatización de las 
reservas de gran biodiversidad. Lamentablemente, esta medida también es apoyada por 
el nuevo gobernador electo Pablo Salazar. 

En otra región del estado, la Secretaría del Medio Ambiente Recursos Naturales 
y Pesca (SEMARNAP), luego de muchas denuncias provenientes del Consejo Estatal de 
Organizaciones de Médicos y Parteras Indígenas Tradicionales de Chiapas 
(COMPITCH), de organismos civiles y otros sectores, anula el permiso para el proyecto 
de "bioprospección" ICBG Maya. Y en los límites entre Oaxaca y Chiapas, en otra 
reserva, la de Los Chimalapas, resurge el conflicto y la tensión por las tierras entre 
campesinos de ambos estados lo que justifica mayor presencia de las fuerzas policíacas 
y militares. 

De la región Altos, un grupo de familias de la organización Las Abejas han 
salido en peregrinación a la Ciudad de México, mientras otro grupo de ellos refugiados 
en la comunidad de Xoyep, Chenalhó, se reubicaron en Yibeljoj hace varias semanas. 
En estos días se da también la sentencia a 32 años de prisión a Alfredo Hernández por 
su participación en la masacre de 45 indígenas de Las Abejas en Acteal. Sin embargo, 



sus esperanzas de posibles retornos o reubicaciones a corto o mediano plazo, y en el 
momento de la cosecha del café, se ven frustradas por el fallido operativo policíaco en 
la comunidad de Los Chorros para detener a los paramilitares. En este contexto, el 
Presidente Municipal de Chenalhó, Antonio Pérez Arias, propone un diálogo y acuerdos 
de paz con Las Abejas. Pérez Arias fue secretario del entonces presidente municipal de 
Chenalhó Jacinto Arias Cruz, hoy preso en Cerro Hueco por sus participación en la 
masacre de Acteal, y quien incumplió los acuerdos de paz y no agresión que se firmaron 
en la comunidad de Las Limas pocos días antes de la masacre. 

Al tiempo en que se difundió el rumor sobre la supuesta detención del 
Subcomandante Marcos, el gobernador interino declaró a la prensa que desde el inicio 
de su gobierno (1998) a la fecha, alrededor de 10 mil zapatistas han desertado del grupo 
armado para regresar a la vida constitucional. Pocos días después, 11 indígenas que 
dijeron haber formado parte del EZLN, iniciaban un ayuno frente a las oficinas de 
gobierno acusando al gobernador interino de incumplimiento de sus promesas. 

Después de la salida de los obispos Raúl Vera y Samuel Ruiz García de la 
Diócesis de San Cristóbal de Las Casas, dos Nuncios Apostólicos han sido removidos 
por el Vaticano. Pero esto no termina ahí. De las tres diócesis que conforman el estado 
de Chiapas sólo la de San Cristóbal de Las Casas cuenta con obispo luego de la 
remoción del Felipe Aguirre Franco de la Diócesis de Tuxtla Gutiérrez, quien fue 
designado como Arzobispo en otra entidad del país. A su salida informó a la prensa de 
la posible división territorial de las diócesis en Chiapas. Para algunos analistas la 
tendencia será la división muy pronto de la Diócesis de San Cristóbal de Las Casas y 
bajo el posible ascenso de su obispo actual como Arzobispo de Chiapas. 

Así, si las tendencias se confirman, en Chiapas se profundizarán las divisiones: 
reestructuración de las Diócesis en Chiapas, divisiones partidistas fruto de los cambios 
legales en materia electoral; división de las comunidades y mayor encono por el 
problema de los grupos paramiltiares; división en las organizaciones por el uso de los 
recursos públicos, etc. Ante esta tendencia, se van generando como reacción nuevos 
procesos organizativos. 

Con todos estos acontecimientos, el gobernador interino afirmó que Chiapas 
está en paz, mientras que el presidente electo confirmó que "hay tranquilidad en 
Chiapas". Y es que estamos en un momento difícil de transición y, por lo tanto, de 
confusión, vacíos de poder, signos y acontecimientos sin aparente rumbo e incluso 
contradictorios. Son muchos los factores y los intereses que están en juego luego de que 
el PRI gobernara por más de 70 años. Difícil será entonces plantear escenarios mientras 
no se definan más piezas en el tablero político en medio de un período de transición tan 
prolongado. Entre los elementos que darán mayores pistas sobre los escenarios que 
determinarán el rumbo de Chiapas y del país, están: 

1. La toma de posesión del nuevo presidente Vicente Fox (1º de diciembre). Esto va 
acompañado de al menos tres elementos fundamentales. Primero, la conformación de su 



nuevo equipo de gobierno que marcará el rumbo que tomarán las políticas económicas, 
agrarias, laborales, de relaciones exteriores, de seguridad y defensa nacional, de 
inversiones, etcétera, anunciado para finales de noviembre. Segundo, la propuesta 
presidencial de Ley de Ingresos y Egresos para el año 2001 que debe ser aprobada por el 
Congreso de la Unión antes de finalizar el año, y que marcará la política fiscal, la 
presupuestal, la de combate a la pobreza, de gasto social, entre otros elementos. Tercero, 
las primeras declaraciones, propuestas y acciones en torno al conflicto en Chiapas, que 
pueden girar en torno a los desplazados, los paramilitares, el retiro del ejército de las 
comunidades indígenas, el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés, en la 
conformación de una posible y nueva instancia de Mediación, entre otros elementos. 

2. Las nuevas políticas de alianzas en el Congreso de la Unión donde ningún partido 
tiene la mayoría. Las propuestas y las acciones presidenciales marcarán el 
comportamiento de las fracciones parlamentarias. 

3. La toma de posesión del nuevo gobernador de Chiapas (8 de diciembre) con los 
mismos elementos, pero a nivel local, que ya hablamos en el primer punto. 

4. Las reacciones de los partidos políticos en el Congreso Local de Chiapas ante las 
propuestas, declaraciones y acciones tanto del nuevo Presidente como del nuevo 
Gobernador de la entidad. 

5. La postura pública del EZLN después de un silencio de casi seis meses, que puede ir 
en torno a los nuevos gobiernos estatal y federal, a la situación nacional e internacional, 
al problema de las condiciones para el diálogo, los Acuerdos de San Andrés, la 
militarización, los paramilitares, los desplazados, etcétera. Es posible que el EZLN se 
pronuncie o actúe no más allá del 1º de enero del 2001. Su postura pública traerá 
necesariamente el reacomodo y reposicionamiento de las distintas fuerzas políticas y 
sociales, de la opinión pública y los diversos sectores de la sociedad en torno a su 
acuerdo o desacuerdo con el grupo armado. 

6. La nueva postura y rumbo que tome la Iglesia Católica luego de designar a su nuevo 
titilar de la Conferencia Episcopal Mexicana; las designaciones de los nuevos obispados 
vacantes en Chiapas, etc. 

Las organizaciones sociales, indígenas y campesinas de Chiapas ya van 
tomando su posición sobre el diagnóstico del país, definiendo sus agendas de acción y 
sus demandas. Varios Foros y Encuentros se han dado en los últimos meses donde 
podemos rescatar algunos ejes comunes de preocupación en sus agendas: la deuda 
externa, las privatizaciones, los recursos naturales y estratégicos, el Área de Libre 
Comercio de las Américas, la militarización, la tierra, los Acuerdos de San Andrés, el 
enfoque de género en las políticas gubernamentales, la paramilitarización, nuevas 
propuestas para el gobierno del estado que entrará a partir del 8 de diciembre, entre 
otros ejes.  


